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“Privar a las personas de sus derechos humanos es poner en tela de juicio su propia humanidad.”— Nelson Mandela


RESUMEN

Frente a las profundas tensiones dogmáticas, interpretativas, normativas y aplicativas entre el ordenamiento constitucional colombiano y los mandatos imperativos de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (CADH), el presente artículo de reflexión examina de manera categórica las vías normativas existentes que permiten armonizar la Constitución Política de Colombia de 1991 con los estándares internacionales, en el marco del enjuiciamiento criminal. Mediante el empleo de métodos como el analítico-normativo, histórico-hermenéutico y dogmático, se aborda el problema jurídico planteado, concluyendo que la manera de evitar la inaplicación extensiva o restrictiva de las garantías fundamentales del procesado, cuando convergen tanto el principio de supremacía constitucional (Art. 4 CP) y la prevalencia de los tratados internacionales de derechos humanos (Art. 93 ídem), no es otra que a través de herramientas técnico-jurídicas y axiológicas como el Control de Convencionalidad ex officio, vinculado indisolublemente con el principio pro persona, junto con la doctrina del Bloque de constitucionalidad, como mecanismos que se erigen en paradigmas idóneos para adecuar y armonizar la normatividad procesal contenida en la Ley 906, neutralizando los efectos devastadores que el populismo punitivo inocula en el debido proceso.
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ABSTRACT

Faced with the profound dogmatic, interpretative, normative, and practical tensions between the Colombian constitutional order and the imperative mandates of the American Convention on Human Rights (ACHR), this reflection article categorically examines the existing normative pathways that allow for the harmonization of the Political Constitution of Colombia of 1991 with international standards within the framework of criminal prosecution. Through the use of analytical-normative, historical-hermeneutical, and dogmatic methods, the core legal issue is addressed, concluding that the only way to prevent the extensive or restrictive non-application of the fundamental guarantees of the accused—when both the principle of constitutional supremacy (Art. 4 CP) and the prevalence of international human rights treaties (Art. 93 ibid.) converge—is through technical-legal and axiological tools such as ex officio Conventionality Control, inextricably linked with the pro persona principle, alongside the doctrine of the Constitutional Block. These mechanisms stand as ideal paradigms to adapt and harmonize the procedural standards set forth in Law 906 of 2004, thereby neutralizing the devastating effects that punitive populism injects into due process.
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INTRODUCCION

El sistema procesal penal contemporáneo atraviesa una severa crisis de identidad y funcionalidad, provocada por la cada vez más notable y desmedida injerencia del fenómeno conocido como el “populismo punitivo”. Dicho fenómeno posee un raigambre tanto sociocultural como legislativo y pretende instrumentalizar el ius puniendi como mecanismo idóneo para responder a la percepción de inseguridad ciudadana mediante una suerte de hipertrofia legislativa, el endurecimiento abstracto de penas y la erosión paulatina de las garantías procesales fundamentales (Ferrajoli, 1995). En el escenario colombiano, esta tendencia entra en colisión directa con los compromisos internacionales vinculantes asumidos por el Estado en dicha materia, derivados de la ratificación e incorporación a la legislación interna de los postulados contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).

Esta constante tensión entre el poder punitivo del Estado y la vulnerabilidad del individuo ha sido retratada de manera contundente en la literatura universal. En obras como El Proceso (1925), Franz Kafka inmortalizó la tragedia de Josef K., quien tuvo que padecer la arbitrariedad de un aparato judicial obscuro, burocrático y desprovisto de garantías claras, en el cual el individuo es procesado sin conocer a ciencia cierta las reglas del juego o, siquiera, los cargos elevó dos en su contra. La desprotección denunciada en la narrativa Kafkiana personifica la necesidad de erigir límites supranacionales rígidos que impidan a las autoridades incurrir en arbitrarias que, si bien han intentado proscribirse en el plano normativo, infortunadamente persisten en la paxis judicial.

Así, resulta ineludible reprochar cómo la persistencia del figuras procesales de carácter restrictivo, terminan por horadar la estructura misma del Estado Social de Derecho. Como se sostuvo en un estudio dogmático precedente sobre el procesamiento en ausencia (Tejedor Estupiñan, 2015), admitir que el aparato estatal avance en el juzgamiento desprovisto de la presencia efectiva del procesado, o al margen del contradictorio real, configura un desconocimiento flagrante del debido proceso y del derecho a la defensa. Resulta inadmisible que, so pretexto de la celeridad procesal o de la eficacia y eficiencia punitivas, se socave la inviolabilidad de las garantía judiciales.

En este orden de ideas, el objeto del presente artículo radica en determinar las fórmulas dogmáticas y hermenéuticas que permiten armonizar las disposiciones procesales contenidas en la Ley 906 de 2004 y la Constitución Política de Colombia de 1991, con las garantías judiciales consagradas en el artículo 8 y la protección judicial del artículo 25 de la CADH de 1969. Todo ello frente a la lectura de supremacía constitucional estricta (Art. 4 CP) mediante la cual las Altas cortes -de manera destacada en providencias como la Sentencia C-591 de 2005- han condicionado o interpretado de manera restrictiva la aplicación directa de los estándares interamericanos.

La tesis central de este trabajo sostiene que la aparente incompatibilidad entre la Constitución Política de Colombia y la CADH es superable si se adecúa e integra de manera analítica la doctrina del Bloque de Constitucionalidad (Art. 93 CP) y se aplica de forma imperativa el control de convencionalidad ex officio por parte de todos los operadores judiciales en materia penal. Lejos de oponerse, la Constitución Política y la Convención Interamericana se complementan bajo la óptica del principio pro persona, el cual obliga a aplicar la norma o la interpretación más favorable buscando la tutela efectiva de la dignidad humana, ya sea de orden interno o internacional.


CAPITULO I. EVOLUCION DEL CONCEPTO DE GARANTIA PROCESAL EN EL MARCO INTERAMERICANO

Para abordar el tema de estudio en el marco de esta investigación cualitativa de tipo analítico-interpretativo y dogmático-jurídico, enmarcada en la tipología de artículo de reflexión, se recurrió al análisis sistemático de fuentes normativas primarias como la Constitución Política de 1991, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) y la Ley 906 de 2004, de forma conjunta con las líneas jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Constitucional de Colombia. Ello permitió consolidar una revisión teórica de las garantías en el proceso penal penal conforme a los postulados adoptados desde la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos de San José de Costa Rica(1969).

Desde una perspectiva dogmática, el análisis se nutre de los planteamientos de Luigi Ferrajoli (1995), quien sostiene que el derecho penal únicamente encuentra su justificación en la medida en que minimiza la violencia arbitraria del Estado como de los particulares a través de la implementación de un sistema estricto de garantías procesales que no pueden ser entendidas como un mero ejercicio burocrático, sino que, por el contrario, proporcionan un carácter epistemológico imprescindible para la verificación de la verdad procesal mediante la utilización adecuada de los axiomas fundamentales de la función jurisdiccional (nullum indicium sine accusatione, nulla probatio sine defensione, entre otros). Esta postura se rescata en el presente estudio, dada la imperiosa necesidad de proteger al procesado, dada su condición de parte débil dentro de la relación jurídico-procesal, frente al desbordamiento del poder punitivo estatal y de los embates propios del populismo punitivo; aspectos que detentan una marcada prevalencia en la región.

De igual relevancia resulta la tesis de Monroy Cabra (1998), quien afirma que la seguridad jurídica internacional impide simular el cumplimiento de los tratados bajo pretextos formalistas de derecho interno, ya que, desde la misma base axiológica del Derecho Internacional Público, encontramos el eslabón que nos permitirá sostener la vinculación del Estado Colombiano al cumplimiento irrestricto de los compromisos internacionales adquiridos en punto de las garantías contenidas en la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) por parte del Estado Colombiano.

Ahora bien, esta aproximación retoma y profundiza la discusión dogmática planteada en investigaciones anteriores acerca de las tensiones ente el juzgamiento no presencial y la eficacia de las garantías procesales (Tejedor Estupiñan, 2015). En dicho antecedente se demostró cómo instituciones adjetivas como la contumacia y la declaratoria de persona ausente menoscaban el núcleo esencial del derecho a la defensa técnica material, el contradictorio y el debido proceso, entre otras. A partir de tales premisas, la presente reflexión expande dicho marco analítico hacia el escenario contemporáneo de la armonización entre la supremacía constitucional (art. 4 CP) y el corpus iuris interamericano, proponiendo el Control de Convencionalidad ex officio como la vía técnica adecuada para superar el desconocimiento de garantías procesales en el sistema procesal penal colombiano. 

Igualmente, forzoso resulta señalar que dicha efigie jurídica se consolidó como vinculante para los Estados parte del sistema interamericano a partir del fallo Almonacid Arellano y Otros vs. Chile (2006). Dicha decisión refiere que: “Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin […]. El Poder Judicial debe ejercer una especie de ´control de convencionalidad´ entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.” (Corte IDH, 2006). Posición que fue reafirmada en los casos Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú (2006), Cabrera García y Motiel Flores vs. México (2010) y Gelman vs. Uruguay (2011), manifestado dicho Tribunal Internacional que dicho control debería ser realizado ex officio por cada órgano administrador de justicia y dentro del ámbito de su competencia, para lo cual se debe tomar en consideración no solo la literalidad de la convención, sino la interpretación que de ella realiza la Corte IDH como su última intérprete (Ferrer Mac-Gregor, 2013).

Bajo dicho criterio, el concepto de garantía procesal ha experimentado una notable transmutación jurisprudencial. Decisiones arquimédicas como las adoptadas por la Corte IDH en casos como Velázquez Rodríguez vs. Honduras (1998) y Barrios Altos vs. Perú (2001), señalan con absoluta claridad y contundencia la prohibición insoslayable que radica en cabeza de los Estados que integran el Sistema Interamericano de escudarse en figuras procesales retrógradas, plazos de prescripción amañados o formalismos vacíos para frustrar la justicia material o transgredir las garantías fundamentales de las partes


CAPITULO II. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD, CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO, PRINCIPIOS PRO PERSONA Y PACTA SUNT SERVANDA

El principio de supremacía constitucional, consagrado en el el Artículo 4 de la Constitución Política de 1991, no debe ser interpretado como una cláusula insular o autárquica. Contrario sensu, es el mismo artículo 93 Constitucional, el que abre las compuertas del ordenamiento interno hacia las directrices impuestas por el Derecho Internacional de Derechos Humanos (DIDH), al disponer que los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso que versen sobre derechos humanos, prevalecen en el orden interno y no pueden ser limitados ni siquiera en estados de excepción.

Dicho mandato superior da origen a la figura dogmática denominada Bloque de Constitucionalidad, en virtud del cual el catálogo de garantías fundamentales consagrado en el texto formal de la Constitución de 1991 se integra normativamente con los instrumentos internacionales ratificados por el Estado colombiano. Esta integración otorga a tales instrumentos un valor normativo vinculante y preeminente en el ordenamiento jurídico y, de manera acentuada, en el ámbito procesal penal. Es en este escenario en donde la primacía de los derechos humanos convencionales se encuentra explícitamente reconocida y respaldada por el artículo 3 de la Ley 906 de 2004, erigiéndose como parámetro imperativo de de validez de las actuaciones procesales y de legitimidad del enjuiciamiento criminal.Esta posición la refuerza el Artículo 26 ídem, al conferir a las normas rectoras y tratados internacionales, un carácter prevalente e integrador sobre cualquier otra disposición adjetiva.

A pesar de la claridad del marco normativo indicado, la praxis judicial evidencia una preocupante y reiterativa tendencia a supeditar las garantías convencionales a las disposiciones procesales ordinarias o a virajes jurisprudenciales de carácter restrictivo, promovidos por coyunturas de seguridad ciudadana o por presiones mediáticas. Esta prevalencia del formalismo procedimental sobre el núcleo esencial de los derechos fundamentales desnaturaliza la función de la administración de justicia y resulta flagrantemente incompatible con el imperativo contendido en el Artículo 1 de la Constitución Política de 1991, que erige a Colombia como un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto a la dignidad humana. Y es que no puede ser de otra manera, dado que dicho postulado no tiene simplemente un contenido retórico, sino que detenta una verdadera obligación del Estado de materializar los derechos y garantías que de él se derivan.

Frente a esta aparente disyuntiva, y a fin de operacionalizar la coexistencia entre la normativa constitucional y la convencional, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha instituido la denominada doctrina del control de convencionalidad, mediante la cual se obliga a que todos los jueces y órganos estatales vinculados a la administración de justicia cotejen las normas internas con el estándar de la CADH y la interpretación dada a esta por la Corte IDH. 

Esta dinámica, aparentemente compleja, entre la formalidad de la liberación judicial y los sesgos propios del juzgador se refleja marcadamente en la cinematografía de carácter jurídico. En la película Doce hombres en pugna (12 Angry Men, Lumet, 1957), un solo jurado confronta los prejuicios de una mayoría dispuesta a condenar de manera apresurada al acusado. Dicho film evidencia cómo el razonamiento probatorio y la presunción de inocencia se constituyen como frágiles barreras ante el consenso punitivo, exigiendo un control riguroso de las garantías procesales. De la misma forma, en la película El secreto de sus ojos (Campanella, 2009), se escenifica la peligrosa tentación del aparato de justicia de transgredir el debido proceso en nombre de la eficacia punitiva, demostrando cómo la perversión de las garantías judiciales conduce indefectiblemente a la arbitrariedad institucional.

Así las cosas, el Control de Convencionalidad no constituye un mecanismo accesorio o facultativo reservado a la discrecionalidad del Juzgador. Por el contrario, se trata de una obligación sustancial que debe ejercerse de oficio por parte de los operadores judiciales dentro de la órbita de su competencia. Ello implica que, aun cuando no medie solicitud de parte, el Juez Penal se encuentra compelido a inaplicar o reinterpretar todas y cada una de las disposiciones adjetivas que la Ley 906 de 2004, o cualquier criterio jurisprudencial interno, que vulneren las garantías consagradas en la CADH o en la jurisprudencia vinculante de la Corte IDH.

Tal labor hermenéutica encuentra su origen y carácter aplicativo en el principio pro persona (Artículo 29 CADH), en virtud del cual, el operador judicial está impelido a optar por la norma o interpretación que resulte más benigna y brinde un rango de protección más amplio a la dignidad humana del procesado, pudiendo prescindir de posturas monistas o jerárquicas rígidas que pretendan dar prevalencia al estándar normativo interno que resulte restrictivo por el mero hecho de su origen nacional.

No debe dejar de tomarse en consideración el hecho que, desde la perspectiva del Derecho Internacional Público, la inaplicación de las garantías contenidas en la CADH constituye una violación directa de los principios fundantes de orden internacional (CADH, 1969; Monroy; Cabra, 1998). Dichos deberes se desprenden de los principios pacta sunt servanda, principio de buena fe y la proscripción de invocar el derecho interno para justificar el incumplimiento de las obligaciones convencionales (Art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados). Prescindir de tales postulados, no solo desprotege al procesado y vulnera su dignidad frente al uso desmedido del ius puniendi, sino que compromete de manera directa la responsabilidad internacional del Estado colombiano, por desconocimiento de los compromisos adquiridos en el ejercicio de su soberanía en el orden internacional.


CAPITULO III. MECANISMOS DE PROTECCION FRENTE AL POPULISMO PUNITIVO Y TENSIÓN DOGMATICA ENTRE CELERIDAD PROCESAL E INVIOLABILIDAD DE LA DEFENSA MATERIAL

A la sazón, y conforme a la teoría garantista del derecho penal formulada por Luigi Ferrajoli (1995), en la cual concibe el derecho penal como un conjunto de verdades procesales verificables a través de garantía cognoscitivas y de defensa, se puede afirmar de manera categórica que si el legislador o la jurisprudencia restringen de forma inmotivada o desproporcionada los derechos del procesado (v. Gr., mediante la limitación de la libertad personal o de cualquier garantía procesal), se distorsiona, de manera autoritaria, el proceso penal.

Entonces, como Tejedor Estupiñan (2015), lo ha advertido en sus estudios previos sobre la vinculación en ausencia, al someter a un ciudadano a las consecuencias más severas de un proceso penal mediante ficciones de notificación o sin el pleno e informado ejercicio de su defensa, se actualiza un verdadero atropello de las garantías propias del estándar internacional en esta materia.

Estas consecuencias nefastas se retratan en la literatura universal, concretamente del siglo XIX en la obra Los Miserables (1862) de Víctor Hugo en la cual se narra la implacable persecución del Inspector Javert en contra de Jean Valjean, en donde se trae a colación el entramado formalista e inhumano de un sistema penal que extirpa los derechos de la persona y se obsesiona con su punición. Otro caso que por circunstancias similares llama la atención es el representado en la novela clásica Matar a un Ruiseñor (Lee, 1960), en la cual el Abogado Atticus Finch luchas por las garantías procesales de su cliente, Tom Robinson, en un entorno judicial atiborrado de prejuicios sociales y pasiones colectivas que reclaman justicia a toda costa.

La solución para evitar estos excesos dentro de un contexto populista, nos la brinda el Artículo 8 de la CADH, en la cual se establece un plexo de garantías mínimas que no pueden ser minadas de manera alguna, aduciendo posibles vacíos o incoherencias entre la norma adjetiva nacional y el estándar internacional.

En la praxis judicial del sistema acusatorio colombiano (Ley 906 de 2004), la celeridad se ha instalado como un valor autónomo que, frecuentemente colisiona con el ejercicio efectivo de la defensa material, bajo el pretexto de la descongestión de los despachos judiciales y criterios eficientistas en el trámite procesal, dándose lugar a prácticas aceleradoras poco ortodoxas que derivan en limitaciones en los tiempos de intervención de la defensa que restringen indebidamente el descubrimiento probatorio o convalidan la ausencia física del acusado, pretendiendo subsanar su concurrencia personal, la cual se subsana con la representación abstracta de un defensor público que más allá de lo recaudado por la Fiscalía, no cuenta con verdaderas herramientas para ejercer su rol como garante de la defensa técnica, además porque se encuentra atiborrado de procesos y cuenta con pocos medios para ejercer su rol en debida forma.

Desde la óptica del bloque de constitucionalidad que fue analizado en el capítulo anterior, este choque real entre celeridad e inviolabilidad de la defensa debe resolverse indefectiblemente en pro de las garantías fundamentales contenidas en la misma Constitución Política de 1991, al ser, igualmente, una garantía del procesado, no un privilegio del Estado para recortar etapas o menguar el rigor de la contradicción porque cuando la celeridad deja de ser reconocida al imputado, en quien radica el derecho a ser juzgado en un plazo razonable y pasa a convertirse en una herramienta de punición, pierde su legitimidad convencional.

No por potra raspen se consagro en el Artículo 8.2 de la CADH que el imputado tiene derecho a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa. Es decir que cualquier interpretación que sacrifique dicha prerrogativa en aras de generar estadísticas o el cumplimiento de términos irracionales, resulta notoriamente inconveniente y contraria a los postulados del Estado Social y Democrático de Derecho contenidos en la misma Constitución Política de 1991.


CONCLUSIONES Y FUTURAS LINEAS DE INVESTIGACION

Se deja en evidencia que la supuesta pugna entre la Constitución Política de Colombia de 1991 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos deviene de una dicotomía falaz dado que la misma Carta Fundamental, en sus artículos 9 y 93 remite al, derecho internacional y reconoce la supremacía del derecho internacional, mediante conocido parámetro de control del bloque de constitucionalidad.

Así, entonces, cualquier antinomia o dicotomía hermenéutica entre la norma interna (Ley 906 de 2004) y la CADH, debe ser resuelta por los jueces mediante la interpretación más garantista y favorable, en pro de los derechos humanos, rechazando de plano la aplicación de cualquier normativa interna que menoscabe la defensa efectiva de las garantías convencionales.

Por otra parte, los operadores judiciales del sistema procesal colombiano están llamados a ejercer un control de convencionalidad ex oficio que articule las decisiones locales a la doctrina de los órganos de control interamericanos, para así evitar la responsabilidad internacional del Estado colombiano, derivada del desconocimiento de los compromisos internacionales adquiridos.

Si bien la formulación teórica del Control de Convencionalidad resuelve el problema jurídico en el plano de lo dogmático, de la manera en que aquí se concluye, se advierte cierta reticencia al cumplimiento de tales compromisos internacionales, motivo por el cual surgen las siguientes variables que pueden llevar a investigaciones rigurosas:

El impacto del margen de apreciación nacional en la configuración del procedimiento penal colombiano.

 La resistencia cultural de los operadores judiciales al sometimiento de la norma interna frente a los estándares internacionales.

 El análisis empírico sobre la ampliación efectiva de las garantías procesales a la luz de las recientes decisiones adoptadas por las Altas Cortes en materia de garantías procesales.
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